CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 45/2012
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTES.- D. XXXXX Y Dª XXXXX
DEMANDADA.- XXXXX
LAUDO 4/2012
En Toledo, a veintiocho de mayo de dos mil doce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, XXX, provisto de D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR - 45/2012 en virtud de Resolución de fecha de 17 de abril de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX Y DÑA. XXXXX, ACTUANDO EN CALIDAD DE INTERVENTORES DE XXXXX.
DON XXXXX,   mayor de edad, con D.N.I. XXX y  DOÑA XXXXX mayor de edad, con D.N.I. nº XXX,  legitimados activamente en este procedimiento en su calidad de socios e Interventores de la entidad  XXXXX, en su escrito inicial de 01 de marzo de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que los codemandantes son los titulares de la Intervención de la sociedad cooperativa XXXX, por acuerdo adoptado en la Asamblea General ordinaria celebrada el 21 de junio de 2009.
SEGUNDO.-    Señalaron en su escrito que desde su nombramiento no se habían celebrado las preceptivas Asambleas Generales, ni tampoco se le había facilitado la documentación contable para realizar su función como órgano societario, a pesar de diversos requerimientos en la persona del presidente de la cooperativa.
TERCERO.-   Tras reiterar sus solicitudes verbales para acceder a la información contable y económica de la entidad y no obtener respuesta alguna, se solicitó por la Intervención el ejercicio de dichos derechos en diferentes escritos presentados ante el órgano de administración de la sociedad en la persona de su presidente, en concreto las siguientes fechas: 28 de julio de 2011; 17 de agosto de 2011; 26 de octubre de 2011; y finalmente, el 16 de enero de 2012.
CUARTO.-   Que tuvo lugar una reunión de fecha 10 de diciembre de 2011, en la que estuvieron presentes los codemandantes como Interventores, D. XXX, como presidente de la cooperativa, D. XXXXX como asesor jurídico y D. XXXXX, éste último como administrativo de la sociedad.
En dicha reunión se plantearon por los Interventores diversos asuntos en materia de censo de socios, la no convocatoria de Asambleas Generales, presentación de cuentas anuales, ausencia de actas del Consejo Rector, incompatibilidades de algunos cargos sociales, operaciones del giro de la empresa, …. A lo que de manera genérica se adujo por el representante de la sociedad, entre otras razones, el desconocimiento de las normas, retrasos en la actividad administrativa de la cooperativa y excesiva carga de trabajo, así como distintas jusrificaciones a las cuestiones planteadas, sobre cuyo conocimiento no se ha solicitado resolución en este procedimiento arbitral.

QUINTO.-    Que ante la inacción del Consejo Rector de la cooperativa a los requerimientos formulados, se ha procedido por la Unidad provincial en Toledo del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha, a decretar el cierre de la hoja registral en fecha 07 de febrero de 2012, por los reiterados incumplimientos en la inscripción de la renovación de cargos sociales, depósito de cuentas, legalización de libros contables y/o  legalización de otros libros sociales.
SEXTO.-    Que los Interventores solicitan de este Árbitro que adopte aquellas medidas necesarias, al efecto de que se les facilite por la cooperativa toda la documentación que pudieran precisar para el cumplimiento de su función como órgano social de XXXXX
II.- CONTESTACIÓN DE LA ENTIDAD XXXXX
Por otra parte, la cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XX - XX, provincia de XX, en calle XXX, provista de C.I.F. nº XX y actuando en calidad de representante legal su presidente Don XXXX, con D.N.I. nº XXX; contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 03 de abril de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Señaló la demandada que venía sufriendo diversas deficiencias, con incompatibilidades sobrevenidas en miembros del Consejo Rector, que aconsejaban regularizar primeramente la situación de los órganos sociales antes de proceder a la aprobación de las cuentas.
SEGUNDO.-    Alegó la cooperativa que en los últimos meses se estaba procediendo a la actualización del libro de socios, amortizaciones y retenciones, al efecto de poder celebrar la Asamblea General e informar de una manera fehaciente sobre la situación económica y patrimonial de cada uno de ellos.
También se exponía la carga de trabajo por la que se estaba procediendo al cierre del ejercicio 2011, cumplimiento de obligaciones tributarias y preparando las cuentas anuales de ejercicios anteriores, dado que anteriormente en las asambleas se informaba únicamente sobre las campañas agrícolas y no sobre los correspondientes ejercicios económicos, por todo ello se anunciaba que en breves fechas se haría entrega a los Interventores de la documentación requerida.

TERCERO.-    Par finalizar recogía en su escrito la voluntad de la entidad para que, dentro del primer semestre del ejercicio 2012, se celebrara Asamblea General para proceder a la inmediata renovación del Consejo Rector, adaptación de los Estatutos sociales a la nueva Ley de Cooperativas y la aprobación de las cuentas anuales de aquellos ejercicios pendientes.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 14 de mayo de 2012, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral el de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.

Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede central de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia de los solicitantes del procedimiento             D. XXXX  y   DÑA. XXXX,  así como de la parte demandada, XXXX, representada en este acto por su presidente D. XXXX, acompañado de su asesor técnico y contable.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad  XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante procedió a aportar a este procedimiento nueva prueba documental, complementando la ya incorporada en su escrito inicial, en concreto la formada por:
· Copias de las seis Actas de Asambleas Generales celebradas desde que       D. XXX accedió a la presidencia, en fecha 27 de julio de 2003, hasta la última fechada el 21 de junio de 2009.

· Escritos del año 2008 emitidos por el Registro de Cooperativas de Toledo, por los que se requerían a la cooperativa para la subsanación o aportación de documentación social.
· Copia de la póliza del préstamo hipotecario otorgado por la Caja Rural de Toledo a la cooperativa el 01 de abril de 2005, por un valor total de  351.223,32 euros.
No habiendo solicitado la práctica de pruebas la parte demandada, salvo que se tuvieran por reproducidas las aportadas documentalmente por ambas partes en sus escritos, se expuso a la representación de la cooperativa por parte del Árbitro la posibilidad de que pudiera oponerse a la prueba aportada en la vista, sin que se alegara nada a la misma, dándose entonces por concluida esta vista preliminar y decretándose con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.

IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Habiéndose aportado nueva prueba documental por la demandante sin oposición de la cooperativa, y aceptado mutuamente la incorporada en los escritos de demanda y de contestación, este Árbitro incluyó toda ella en el procedimiento a los efectos de dictar el posterior Laudo.

Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya expuestas y recogidas en el procedimiento.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 17 de abril de 2012, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación se nombró Árbitro a quien suscribe.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
Los codemandantes solicitaron la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 01 de marzo de 2012, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la Disposición Final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para aquel en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Derechos y funciones de los Interventores como órgano social de la cooperativa
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Consolida esta doctrina el órgano constitucional, cuando en su Auto de 20 de julio de 1993 dictado por la Sala Primera, señala sobre la semejanza del Laudo y Sentencia, que son  “ decisiones reflexivas de jurisconsultos o <iurisprudentes> sobre un conflicto de intereses, cuya vocación es la justicia, conseguir una respuesta justa y cuya función consiste en garantizar la paz social a través de una solución para eso que hemos dado en llamar seguridad jurídica. En ambas se utiliza el Derecho, ese ars o esa técnica, como medio para alcanzar la finalidad y cumplir la misión antedicha, ambas consagradas constitucionalmente (arts. 1 y 9 C.E.).”
En la anterior exposición sobre la naturaleza arbitral  se fundamenta el estudio previo de la figura que el derecho cooperativo reserva a los órganos fiscalizadores, que son los Interventores en la actividad de una sociedad cooperativa.
La derogada Ley regional de Cooperativas de 2002 recogía la figura de los Interventores como un órgano obligatorio en sus artículos 51 y 52, aunque sus funciones exclusivas se establecían en el apartado primero del artículo 52 que las definía en “ la censura de las cuentas anuales antes de su presentación a la Asamblea General mediante informe emitido al efecto, así como sobre la propuesta de distribución de excedentes o imputación de pérdidas.” Para el ejercicio de esas facultades, la Ley reconocía la obligación de redactar el citado informe en el plazo máximo de un mes a contar desde que recibieron las cuentas anuales, pero extendiendo sus atribuciones en cuanto recabar cualquier otra documentación necesaria para el mejor cumplimiento de su función fiscalizadora.

Las garantías con las que la Ley protegía esa actividad de intervención se concretaba en la sanción por la que “ será nulo el acuerdo de aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General sin el previo informe de los Interventores …”
A esa función básica para la Intervención, la Ley acompañaba de otras facultades como la posibilidad de requerir al órgano de administración para la convocatoria de Asamblea General, controlar la llevanza de los libros de la cooperativa; y básicamente, solicitar del órgano de administración toda aquella información sobre la marcha de la cooperativa que pudieran estimar necesaria.

Este carácter de órgano de fiscalización se ve aún más acentuado en los artículos 38 y 39 de la vigente Ley 27/1999, de 16 de julio de Cooperativas del Estado, concediendo a dicho órgano social y su informe de cuentas anuales mayor relevancia aún, al establecer que “ en tanto no se haya emitido el informe (de los Interventores) o transcurrido el plazo para hacerlo, no podrá ser convocada la Asamblea General a cuya aprobación deban someterse las cuentas.”
La actual Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, ha considerado a los Interventores – que en la nueva regulación se denominan Comisión de intervención o de control de la gestión -, como órganos sociales facultativos que podrán preverse por los Estatutos sociales, de acuerdo a lo regulado en los artículos 41 y 70 de la norma legal. 
Si bien el artículo 72 de la Ley de Cooperativas, al fijar las competencias de esa Comisión de intervención lo hace de manera más genérica que en la anterior normativa, continua estableciendo que puede “ informar por escrito, en el momento que consideren oportuno a la Asamblea General y, en todo caso, a la Asamblea General Ordinaria. A tal fin, dicha Comisión podrá recabar y examinar, en todo momento, la documentación y contabilidad de la cooperativa.” 
De manera expresa señala el apartado tercero del citado precepto que en lo no regulado en este artículo y en los Estatutos, se observarán con carácter subsidiario las previsiones establecidas por la Ley de Cooperativas del Estado para los Interventores, ya vistas en este Laudo.

La Disposición Transitoria Primera de la Ley 11/2010 prevé la no aplicación del contenido de los Estatutos de las cooperativas existentes a la entrada en vigor de dicha norma, pero esa derogación sólo se justifica en tanto que su vigencia entre en contradicción con lo dispuesto en la Ley, pero como se ha expuesto en párrafos anteriores, el objeto de este procedimiento arbitral entendido como el derecho de solicitud de información económica y de otra naturaleza, sigue teniendo plena validez y eficacia jurídica en cuanto que se ampara el derecho del órgano fiscalizador - reciba el nombre de Interventores o de Comisión de intervención -, para solicitar del órgano de administración de la sociedad cooperativa la documentación contable y/o económica que estime necesaria para emitir informe ante la Asamblea General.
La regulación que sobre los Interventores y sus facultades se fijan a la fecha de este Laudo en los Estatutos Sociales de XXXX tiene plena validez y eficacia jurídica por cuanto se encuentran aún dentro del plazo de de tres años que en su Disposición Transitoria Segunda establece para la adaptación de las normas sociales la vigente Ley de Cooperativas autonómica.

QUINTO.-  Sobre la puesta a disposición de la información económica y/o contable
El carácter de órgano parajurisdiccional o cuasi jurisdiccional de la labor arbitral motiva la búsqueda de resoluciones que si bien deben ampararse en el Derecho, conjugan su aplicación con la agilidad y flexibilidad que deben ser notas distintivas de los medios extrajudiciales de resolución de conflictos.
Por ello, desde este órgano arbitral ante la voluntad de ambas partes de conseguir una resolución inmediata al conflicto planteado, se propuso a las mismas el establecimiento de un plazo máximo de QUINCE DÍAS NATURALES - cuyo cómputo se iniciaría desde la celebración de la vista -, para la puesta a disposición de los Interventores de la entidad de toda la documentación que se solicitaba, debiendo suscribirse un documento por ambas partes en la que se acreditara la conformidad en la entrega. De transcurrir dicho plazo sin que se hubiera cumplido dicha obligación o se hubiera ejercitado alguna conducta de obstrucción a la fiscalización solicitada, el Árbitro se comprometía a fijar toda una serie de medidas imperativas y coercitivas para que se diera cumplimiento al derecho invocado por los Interventores.
Una vez que las partes sometidas a este procedimiento declararon su conformidad, a este órgano sólo le compete examinar el contenido del documento que ambas partes rubrican, quedando en este caso como garante del cumplimiento en sus términos, para finalmente trasladar a esta resolución el contenido de las estipulaciones del documento, cuya copia se adjunta a este Laudo.
SEXTO.-  Estipulaciones del acuerdo celebrado entre los demandantes y la cooperativa XXXX.
El documento que se anexa a este Laudo consta de una página firmada por D. XXX, en representación de los Interventores, y por D. XXX, éste último en representación de la cooperativa XXX, en XXX el día 25 de mayo de 2012, en las que exponen el procedimiento seguido hasta la consecución del mismo bajo un único expositivo 
EXPONE
Mediante el presente escrito se hace entrega de las cuentas de la Cooperativa de los años 2008, 2009, 2010 y 2011 a los interventores de la Cooperativa para su examen y para la posterior elaboración del informe de las mismas.
Se incluye en el escrito una posdata manuscrita, incorporada por el interventor firmante, según la cual este escrito sirve tan sólo de recibí de la documentación no de declaración de conformidad de la misma, estando pendiente de su posterior verificación. Materia sobre la que no cabe pronunciamiento por este Árbitro por no habérsele sido solicitado, y sin que este Laudo pueda perjudicar o prejuzgar el ejercicio de futuras acciones en vías extrajudiciales o jurisdiccionales, a que pudieran dar lugar el examen de las cuentas anuales o de las responsabilidades que dimanaran de aquellas.
SÉPTIMO.-    Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación en todos sus términos de la demanda interpuesta por D. XXXX y DÑA. XXXX - que actúan en su calidad de titulares de la Intervención -, contra la sociedad cooperativa XXX, por lo que la entidad se encuentra obligada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, a dar cumplimiento a lo solicitado por los codemandantes para el examen de la totalidad de documentos y contabilidad que en el ejercicio de sus funciones se pudiera recabar de la entidad, bien en el ejercicio anual presente como en aquellos anteriores sobre que se les pudiera requerir, sin perjuicio del deber de guardar secreto que les asiste sobre aquellos datos confidenciales a que tuvieran acceso en el ejercicio de su actividad interventora.
SEGUNDO.-    Este Árbitro declara ajustado a Derecho el documento suscrito por las partes en el presente procedimiento arbitral y señala la plena validez en su efectos y condiciones  establecidas  - y sin perjuicio de que se adjunte una copia del documento  -, reproduce literalmente en este laudo las estipulaciones del mismo en su Fundamento de Derecho Sexto, que serán de obligado cumplimiento para las partes firmantes.
TERCERO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje, a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a veintiocho de mayo de dos mil doce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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